JURISPRUDENCIA

Ingresos brutos. Provincia de Buenos Aires. Acogimiento al Régimen de la Ley 12.914. Elipse S.R.L., T.F.A.-P.B.A., Sala III, 17/6/08.
AUTOS y VISTOS: El Expte. 2306-65.907 año 2003, caratulado “Elipse S.R.L.”.

Y RESULTANDO:

Que por estas actuaciones la Dirección Provincial de Rentas ha procedido a verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de la firma del epígrafe. 

Que, como conclusión del procedimiento seguido, a fs. 1.484/1.532, con fecha 26 de diciembre de 2006, la Jefatura del Departamento de Fiscalización Avellaneda dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas (actual A.R.B.A.) dicta la Res. determinativa y sancionatoria número 961/06, por la que establece que la firma del epígrafe ha omitido el pago del impuesto sobre los ingresos brutos por el ejercicio de las actividades de “fabricación de sustancias químicas orgánicas básicas n.c.p” NAIIB 241190 y “venta al por mayor de sustancias químicas e industriales” NAIIB 514931; establece que las diferencias surgidas a favor de la Dirección por los períodos fiscales enero de 1998, 1999, 2000, 2001 a diciembre de 2002 totalizan la suma de pesos ciento noventa y ocho mil doscientos cuarenta y siete con treinta y un centavos ( $ 198.247,31) (art. 2) expresado a valores históricos con más los accesorios previstos en el art. 86 y los recargos del art. 87 –de corresponder– Código Fiscal t.o.2004 y concordantes de años anteriores y modificatorias calculados a la fecha de su efectivo pago.; y aplica una multa equivalente al diez por ciento (10%) de dicha suma por haberse constatado la comisión de la infracción prevista y penada en el art. 53 del Código Fiscal –t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores– (art. 3). Asimismo establece la responsabilidad solidaria e ilimitada con la contribuyente de autos por el pago del gravamen, recargos, intereses e infracción aplicada de los Sres. Siro Luis Horacio y Hein Andrés Humberto (art. 4).

Notificado que fuera dicho acto, a fs. 1.538/1.540, se presenta el Sr. Andrés Humberto Hein en representación de Elipse S.R.L. en calidad de socio gerente, a fs. 1.542/1.544 se presenta el Sr. Luis Horacio Siro por derecho propio y a fs. 1.546/1.548 hace lo suyo el Sr. Andrés Humberto Hein, por derecho propio, todos con el patrocinio de la contadora Graciela Mabel Méndez, e interponen recurso de apelación en los términos del art. 104 Código Fiscal (t.o. en 2004 y concordantes anteriores) por ante este Tribunal.

A f. 1.587, se elevan los autos a esta instancia.

A f. 1.588, se deja constancia que la presente causa ha quedado radicada en la Sala 3ra., adjudicada a la vocalía de 8va. Nominación a cargo de la Dra. Dora Mónica Navarro. Se dispone su impulso procesal.

A f. 1.614, se da traslado de los recursos incoados a la representación fiscal para que conteste agravios y, en su caso, oponga excepciones, encontrándose glosado a fs. 1.621/1.622 vta., el escrito de réplica.

A continuación (f. 1.625), en virtud que el contribuyente denunció haber recurrido la Res. 248/05, dictada en el Expte. 2306-557.113/95, por medio de la cual se otorga la exención del impuesto sobre los ingresos brutos en el marco de las Leyes 11.518 y 11.490 a partir del 1 de enero de 2003 y no desde julio/94 fecha en que lo solicitara, sin que la representación fiscal hiciera referencia a tal recurso en su escrito de réplica, como medida de mejor proveer, se requiere a dicho organismo que en el plazo de 10 días, informe el estado de la aludida presentación. Luce agregado el escrito de contestación del traslado conferido, a f. 1.629.

A f. 1.642, se tiene por contestado el requerimiento efectuado a la representación fiscal a f. 1.625 y como medida para mejor proveer (art. 20, inc. “a” del Dto.-Ley 7.603/70 y sus modif.) se requiere que en el plazo de diez días remita “ad effectum vivendi et probandi” el Expte. 2306-557.113/95. Circunstancia que es notificada a las partes por cédulas de fs. 1.643/1.644.

Seguidamente, a f. 1 del Alcance N° 1 que corre como f. 1.646, el Sr. Luis Horacio Siro, socio gerente de Elipse S.R.L., manifiesta que la firma practicó acogimiento en los términos del art. 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07, y expresa que dicha circunstancia no implica allanamiento a la pretensión fiscal, por lo cual se reserva el derecho de continuar con el proceso de discusión. A f. 1.647 se otorga traslado de la misma a la representación fiscal por el término de diez días y se tiene por recibido el Expte. 2306-557.113/95.

A f. 1.659, consta la respuesta de la representación fiscal y a f. 1.679 se da traslado de la misma a los apelantes, obrando el pertinente escrito de contestación a fs. 1.681/1.684.

Habida cuenta del hecho nuevo introducido por los apelantes, deviene necesario su tratamiento en esta instancia, por lo que a f. 1.687 se dictan autos para resolver.

Y CONSIDERANDO:

I. Que en oportunidad de contestar el traslado conferido sobre el hecho nuevo manifestado por la apelante, la representación fiscal señala que conforme constancias agregadas en autos, la firma en fecha 22/11/07 se ha adherido al Régimen de Regularización de Deudas autorizado por la Ley 12.914, (Plan Fiscalización) reglamentado por la Disp. Norm. D.P.R. “B” número 9/07 y modificatorias. Manifiesta que si bien la fiscalizada incluyó la totalidad del impuesto determinado, no ocurre lo mismo con la multa dispuesta en el art. 3° del acto apelado. 

Destaca que los particulares beneficios reglamentados en la normativa precitada, esto es, que no se considere operado un allanamiento y la posibilidad de continuar con la discusión administrativa, se encuentran supeditados a la regularización “del importe total de la pretensión fiscal” (art. 8, Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07). En el mismo sentido, expresa que la normativa resulta clara respecto de la inexistencia de condonación de sanciones y de la inclusión de tal concepto en el régimen como deuda regularizable (art. 2 de la norma citada supra), extremos que confirman el hecho que los especiales beneficios otorgados, se encuentran sujetos a dicha condición, la cual se haya incumplida en el caso bajo análisis.

Consecuentemente al no darse las condiciones reglamentarias exigidas, solicita se considere operado el allanamiento del contribuyente a la pretensión fiscal y se confirme la sanción impuesta.

II. En su escrito de fs. 1.681/1.684, la firma apelante solicita la nulidad de la presunta excepción invocada por la representación fiscal, por no encontrarse entre las enumeradas taxativamente en el art. 112 del Código Fiscal (t.o. en 2004) y subsidiariamente por no indicar en cual de ellas se encuadraría la cuestión. Explica que suscribió un plan de regularización de deudas dentro del régimen de la Ley 12.914, haciendo uso del beneficio previsto por el art. 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07, en cuanto permite continuar con el recurso de apelación en trámite, con la única condición que se regularice la totalidad de la pretensión fiscal.

Manifiesta que incluyó en el citado régimen la totalidad del tributo adeudado y sus intereses, pues a su entender son esos los rubros que componen la “pretensión fiscal” y de ninguna manera puede incluirse la pretensión sancionatoria, que en virtud de su naturaleza penal, presenta características que la tornan inexigible hasta tanto quede firme el acto que las impone. 

Señala que en virtud del art. 59 del Código Fiscal (t.o. 2004), no es posible requerir el pago de una multa, sin que haya quedado firme la resolución respectiva, por constituir hasta ese momento, una mera expectativa. Expresa que el fisco observa una conducta contradictoria con su propia postura, al requerir la confirmación de la sanción, puesto que acorde con ello, la multa no resultaría exigible hasta tanto adquiera firmeza la resolución que la impone. A continuación alega que en el caso de las sanciones rige el principio de inocencia y acorde con ello la multa por omisión no puede constituir pretensión fiscal hasta tanto no quede firme.

Refiere, que la interpretación armónica los arts. 2 y 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07 que pretende realizar el fisco, intenta crear un requisito que no surge del texto de la citada norma. Así, en el art. 8 no consta ninguna condición de pago de multas no firmes para obtener dicho beneficio, es decir que no contiene ninguna precisión que permita considerar multas no firmes como integrantes de la pretensión fiscal.

A continuación, pone de manifiesto que si se analiza el concepto del término “pretensión fiscal” en el contexto de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07, se advierte que no consta tal expresión en el art. 2, por lo cual no puede sostenerse que éste incluya el concepto de multa. Por otra parte, señala que si bien dicha expresión aparece en el art. 8, al no agregar nada sobre la inclusión de multas, la elaboración realizada por el representante fiscal resulta arbitraria al punto de convertirla en un requisito que impide la continuación de la causa ante este Tribunal o en otros términos, la autoridad de aplicación intenta presumir un allanamiento por vía de interpretación y que de ninguna manera ha sido formalizado por la firma, faltando las condiciones esenciales para su validez, cuales son que sea expreso y concreto, sin generar dudas de ningún tipo.

En ese orden de ideas, advierte que el citado art. 8, al referirse a la pretensión fiscal y consignar “recalculo de la deuda” no puede incluir la multa y al expresar que a los pagos que se efectúen en forma indebida o sin causa, se les aplicará el art. 122 del Código Fiscal (t.o. en 2004), éste no contempla la aplicación de gravámenes y sus accesorios sin hacer referencia a las multas. 

Concluye sosteniendo que las multas no integran el concepto de “pretensión fiscal” emergente del art. 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07, y que habiéndose regularizado el impuesto y sus intereses en su totalidad, no ha existido allanamiento alguno.

III. Voto de la Dra. Dora Mónica Navarro: que atento las particularidades del hecho nuevo producido en esta instancia, cuya resolución importa la procedencia de la continuidad del procedimiento ante este Cuerpo, corresponde darle tratamiento.

En primer término, corresponde destacar que es el propio contribuyente quien introduce la cuestión al manifestar que la firma practicó acogimiento en los términos del art. 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07 y expresar que dicha circunstancia no implica allanamiento a la pretensión fiscal, por lo cual se reserva el derecho de continuar con el proceso de discusión, siendo que el representante fiscal había efectuado la contestación al traslado conferido en los términos del art. 111 del Código Fiscal (t.o. 2004 y concordantes anteriores). Toda vez que el régimen aludido posee especiales características de acuerdo a los particulares beneficios que reglamenta, devino necesario dado el estadío procesal transitado, dar nuevamente traslado al Señor representante fiscal y en consecuencia, el procedimiento observado luce ajustado a derecho. Sentado lo que antecede y según lo manifestado por las partes, resulta necesario en esta instancia resolver la cuestión –asimilable a una cuestión previa– y en consecuencia, declarar la improcedencia del pedido nulificante efectuado por la firma respecto de la presunta excepción invocada por el representante fiscal. 

En segundo término, en las presentes actuaciones, se evidencia que conforme lo denunciara la administrada, y según constancias de fs. 1.649/1.658, la firma “Elipse S.R.L.”, ha producido con fecha 22 de noviembre de 2007, acogimiento al régimen dispuesto por la Ley 12.914, regularizando la totalidad del impuesto determinado en la resolución que apela y sus accesorios, no incluyendo en la misma monto alguno en concepto de multa aplicada.

En ese andamiaje, ha de observarse que en el marco de las atribuciones conferidas a la Dirección Provincial de Rentas –actual A.R.B.A.– por las leyes 12.914, Dto. 1.900/02, 13.145 y 13.244, la autoridad de aplicación dicta la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07 estableciendo un régimen especial de beneficios para la regularización de las deudas provenientes de los Impuestos sobre los ingresos brutos y de sellos para contribuyentes que se encuentren sometidos a proceso de fiscalización, aún los que se encuentren en discusión administrativa, incluso ante el Tribunal Fiscal de Apelación de la Provincia.

El art. 7° de la normativa citada establece la posibilidad de que el contribuyente pueda regularizar mediante el régimen establecido, el importe total o parcial de la pretensión fiscal. A su turno, el art. 8 señala que: “En caso de regularización del importe total de la pretensión fiscal podrá continuarse el proceso de discusión o determinación administrativa en curso, no implicando el acogimiento al plan de pagos un allanamiento por parte del contribuyente. En tales supuestos los contribuyentes podrán interponer, en virtud de los pagos que eventualmente devengan efectuados en forma indebida o sin causa, demanda de repetición en los términos del art. 122 del Código Fiscal (t.o. en 2004) texto según Ley 13.405, pero en ningún caso la tasa de interés que resulte aplicable de conformidad al art. 127 del texto legal citado, podrá ser superior a la prevista en la Res. 126/06 del Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires, aun cuando en resoluciones dictadas con posterioridad pueda establecerse una tasa de interés superior. A los fines de lo previsto en el presente art., se considerará como importe total de la pretensión fiscal a aquel que en definitiva resulte del recálculo de la deuda que eventualmente pueda realizar en el futuro la Dirección Provincial de Rentas, cualquiera fuera la instancia de discusión administrativa en que se encuentre”.

Esta Sala, por mayoría, ha sostenido al respecto que: “Del complejo normativo descripto, no cabe dudas que, para que opere la singular posibilidad que otorga el art. 8 de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 9/07 de continuar con el proceso de discusión o determinación administrativa en curso, la pretensión fiscal a regularizar debe estar integrada por la totalidad de los conceptos que la Administración se encuentra reclamando al contribuyente fiscalizado, según el estado en que las actuaciones se encuentren. En este caso, los que emanan de la resolución determinativa: impuesto, accesorios y multa” (conforme sentencia “Surpiel S.A” del 1/4/08).

Hallándose así conformada en esta instancia procesal la causa del crédito emplazado, corresponde que según esa base se formule el acogimiento para habilitar el beneficio instaurado.

En efecto, la Res. 961/06 apelada, establece en su art. 2 que las diferencias surgidas a favor del Fisco, en concepto de impuesto sobre los ingresos brutos, por los períodos fiscales enero de 1998, 1999, 2000, 2001 a diciembre 2002, totalizan la suma de pesos ciento noventa y ocho mil doscientos cuarenta y siete con treinta y un centavos ($ 198.247,31) expresado a valores históricos las que deberán abonarse con más los accesorios previstos en el art. 86 y los recargos del art. 87 –de corresponder– Código Fiscal t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores y modificatorias calculados a la fecha de su efectivo pago. En su art. 3 aplica una multa equivalente al diez por ciento (10%) del monto dejado de abonar, conforme lo dispuesto por los arts. 60 y 61 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores) por haberse constatado en el período involucrado la comisión de la infracción prevista y penada en el art. 53 del Código Fiscal –t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores–, además de establecer la responsabilidad solidaria de los Sres. Siro Luis Horacio y Hein Andrés Humberto.

Sentado lo que antecede, es dable advertir que deviene improcedente regularizar el adeudo fiscal en un porcentaje distinto, a las resultas de la suerte que el mismo corra y pretender en esas condiciones acceder al beneficio reglamentado de continuar su proceso de discusión. En el acto cuestionado, resulta determinable la cuantía del reclamo del organismo recaudador por cada concepto que –maguer la distinta naturaleza que cada uno posee– aspira ingresen a sus arcas. Por ende, en el presente, según el criterio manifestado por esta Sala, debería haberse incorporado la multa impuesta, para hacer efectiva la posibilidad de continuar el proceso de discusión respecto de lo regularizado. Así, de acuerdo a lo resuelto en distintos antecedentes (T.F.B.A. Sala III, “Sur Net” de fecha 2/5/08, “Osde” de fecha 9/5/08) atento el estado de autos corresponde intimar al contribuyente a que acredite el pago de la multa impuesta en la Res. 961/06 lo que así se declara.

Voto en disidencia de la Dra. C.P.N. Silvia Ester Hardoy:

Que sin perjuicio del elevado criterio que me merece la opinión de la colega que me antecede en el orden de votación, toda vez que no comparto los fundamentos expuestos, así como el criterio resolutivo que se propone a la Sala, me veo en la necesidad de expresar el presente.

Que a los efectos de resolver el planteo efectuado, resulta menester recordar que según lo dispone el art. 7 bis de la Disp. Norm. D.P.R. “B” 91/06 (incorporada por la Disp. Norm. D.P.R. “B” 94/06) y sus concordantes posteriores: “En caso de regularización del importe total de la pretensión fiscal podrá continuarse el proceso de discusión o determinación administrativa en curso, no implicando el acogimiento al plan de pagos un allanamiento por parte del contribuyente (...) A los fines de lo previsto en el presente art., se considerará como importe total de la pretensión fiscal a aquel que en definitiva resulte del recálculo de la deuda que eventualmente pueda realizar en el futuro la Dirección Provincial de Rentas, cualquiera fuera la instancia de discusión administrativa en que se encuentre”.

Que según surge de la normativa citada, conforme lo ha expuesto la suscripta en su voto in re “Surpiel S.A.”, sentencia del 1 de abril de 2008, también en “Osde” sentencia de fecha 9 de mayo de 2008, debe considerarse como importe total de la pretensión fiscal el monto resultante del recálculo de la deuda (entiéndase valores históricos más accesorios), de lo cual no puede inferirse la inclusión de las multas.

Que de acuerdo a lo expuesto, es dable entender que el contribuyente regularizó el importe total de la pretensión fiscal (valores históricos más accesorios), de conformidad con las constancias que la propia autoridad de aplicación agregó, a fs. 1.648/1.658. De ello se deriva que no puede tenerse al contribuyente por allanado en las presentes actuaciones, máxime cuando el mismo ha expresado su voluntad en sentido contrario (ver alcance 1 que corre como f. 1.646 de las presentes actuaciones, f. 1).

Que de conformidad a las consideraciones expuestas por la suscripta en las sentencias citadas, en virtud de la distinta naturaleza de los institutos aludidos (gravámenes y multas), es necesario concluir que la pretensión fiscal no incluye a las multas, toda vez que estas integran otro concepto distinto, cual es, la pretensión punitiva del Estado provincial. En cambio, es posible afirmar que los intereses –al resultar accesorios de la obligación fiscal– efectivamente integran el concepto de “pretensión fiscal”.

Que en las presentes actuaciones, al encontrarse acreditado que el contribuyente pagó la obligación fiscal y sus accesorios, debe considerarse regularizada la totalidad de la pretensión fiscal, debiendo continuar los autos según su estado; lo que así se declara.

Que en ese sentido, dejo expresado mi voto.

Voto de la Dra. Mónica Viviana Carné: que adhiero al voto de la Dra. Dora Mónica Navarro.

Por ello,

SE RESUELVE:

Intimar al contribuyente “Elipse S.R.L”, para que, en el plazo improrrogable de diez días ingrese y acredite el pago de la multa impuesta en la Res. determinativa y sancionatoria número 961/06, obrante a fs. 1.388/1.411 vta., dictada por la Jefatura del Departamento de Fiscalización Avellaneda, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas (actual A.R.B.A.), bajo apercibimiento de tenerlo por allanado a la pretensión fiscal, conforme los fundamentos expuestos en el Considerando III.
Regístrese, notifíquese a las partes mediante cédula y al fiscal de Estado con remisión de las actuaciones. Cumplido, vuelvan los autos para la continuación de su trámite.
Firmado: Dra. Dora Mónica Navarro (vocal 8va. Nominación), Dra. C.P.N. Silvia Ester Hardoy (vocal 9na. Nominación), Dra. Mónica Viviana Carné (vocal 7ma. Nominación).
Ante mí, Dr. Eduardo Anibal Alza (secretario de Sala III).
Registrada bajo el N° 1412, Sala III.
